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MEDIDAS EXTRAORDINARIAS Y URGENTES SOBRE PERSONAS 
JURÍDICAS DEL RDLEY 8/2020

Nos ha parecido interesante traer a la web de la Real Academia de Legislación y 
Jurisprudencia de Granada, de forma urgente, por evidentes razones de utilidad 
y novedad, la serie de medidas que sobre personas jurídicas y plazos en los Re-
gistros Mercantiles se contienen en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19.

Las medidas interesan fundamentalmente a las notarías, a los Registros Mercan-
tiles y a todos los profesionales, fundamentalmente abogados y economistas, 
que como asesores de sociedades o incluso como secretarios no consejeros o 
miembros independientes de sus consejos, están a cargo de las mismas.
Estas medidas urgentes se contienen en los artículos 40 a 42 del RDleg, estando 
el artículo 40 y 41 dedicados a personas jurídicas en general, mientras que el 42 
se destina a plazos de vigencia de asientos tanto en el Registro de la Propiedad, 
como en el Mercantil o en el Bienes Muebles. 

Están motivadas por el llamado período de alarma declarado en el RD 463/2020, 
de 14 de marzo que, aunque de corta duración, quince días, si bien ahora pro-
rrogado por decisión casi unánime del Congreso de los Diputados, hasta las 
cero horas del día 12 de abril,  confiando que ya en esa fecha el control de la 
pandemia haga innecesarias nuevas prórrogas, produce fuertes efectos no sólo 
puntuales durante el período de alarma, sino que se extenderán muchos meses 
después de esa fecha.

Indiquemos que las medidas son generales para toda clase de personas jurídi-
cas privadas, es decir asociaciones, sociedades civiles y mercantiles, cooperati-
vas y fundaciones, siendo aplicables exclusivamente mientras dure el período de 
alarma, aunque, como hemos apuntado,  sus efectos se extenderán mucho más 
allá de dicha fecha.

Aunque nosotros, en estas breves y urgentes notas, nos centraremos en lo que 
más nos interesa que son las sociedades de capital.

Estas medidas las clasificaremos en los siguientes aspectos:

I. Medidas sobre personas jurídicas en general. Art. 40.

1. Órganos de gobierno y administración, incluyendo las comisiones delegadas.

Sus sesiones se podrán celebrar por videoconferencia aunque ello no esté pre-
visto en los estatutos sociales. Debe asegurarse “la autenticidad y la conexión 
bilateral o plurilateral en tiempo real con imagen y sonido de los asistentes en re-
moto”. “La sesión se entenderá celebrada en el domicilio de la persona jurídica”.
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No entendemos que esta facilidad para celebrar sesiones de los órganos de go-
bierno y administración, no se haya extendido también al sistema de audiocon-
ferencia o conferencia múltiple. El sistema de videoconferencia, si bien no ex-
cesivamente complejo, tiene sus dificultades y no todas las sociedades podrán 
disponer de él. En cambio, la conferencia múltiple es un sistema más extendido 
y de fácil uso. El  RDleg lo prevé para las cotizadas y si estas pueden usarlo 
seguimos sin comprender porqué no se admite para las pequeñas y medianas 
sociedades. Hubiera bastado con indicar que, si se utiliza el sistema de audio-
conferencia, el secretario del consejo deberá identificar bajo su responsabilidad 
a todos los participantes y estos a su vez al secretario, indicando la identidad de 
todos ellos.

2. Acuerdos de los órganos de gobierno y administración, incluyendo las comi-
siones delegadas.

Aunque no lo prevean los estatutos los acuerdos “podrán adoptarse mediante 
votación por escrito y sin sesión siempre que lo decida el presidente y deberán 
adoptarse así cuando lo solicite, al menos, dos de los miembros del órgano”. «La 
sesión se entenderá celebrada en el domicilio social».

Supone una modificación del artículo 248.2 de la LSC según el cual “En la so-
ciedad anónima la votación por escrito y sin sesión sólo será admitida cuando 
ningún consejero se oponga a este procedimiento”. Como sabemos la DG ha 
extendido este sistema de adoptar acuerdos al consejo de las limitadas.

El RDLeg parte de un sistema distinto. Ahora es el presidente quien decide ce-
lebrar votación por escrito y sin sesión e incluso, si el presidente es renuente a 
esta forma de votación, dos consejeros pueden obligarle a ello.

A todos estos acuerdos se les aplicará el artículo 100 del RRM.

Realmente lo que se establece son dos formas distintas de adoptar acuerdos en 
Consejo: una por videoconferencia y otro por voto por escrito, normalmente por 
correo o mensajero.

En el primer caso y el más novedoso, lo importante será que el secretario certifi-
que de forma clara que ha reconocido a todos los participantes en la videocon-
ferencia y que ese reconocimiento también ha sido mutuo respecto de todos los  
integrantes del consejo. Con ello se garantiza la autenticidad del consejo cele-
brado, pues realmente y aunque de forma virtual lo ha sido como si todos estu-
vieran presentes. Para ello cada consejero deberá estar dotado de su respectiva 
consola en donde se reflejen el resto de los consejeros.  No obstante, si este 
sistema de reconocimiento mutuo, técnicamente fuera excesivamente compli-
cado u oneroso, quizás sería suficiente que sólo el secretario estuviera dotado 
de consola múltiple y el resto de los consejeros sólo estuvieran conectados con 
el secretario. En este caso, aunque no hay un reconocimiento facial recíproco, si 
lo habrá al menos auditivo. De todas formas, creo que se haga de una forma u 
otra lo importante será lo que refleje la certificación del secretario pues bajo su 
responsabilidad estará la autenticidad de lo tratado.
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A favor de la última solución propuesta aboga, aparte de su mayor facilidad téc-
nica, el hecho de que al regular la misma materia para las cotizadas se habla de 
“audioconferencia” y es el secretario el único que debe reconocer a los asistentes.

Como hemos dicho son dos formas distintas de adoptar acuerdos dentro del con-
sejo durante la declaración de la alarma. Lo que nos podemos plantear, dada la 
urgencia con que se decretó la alarma sin tiempo ni posibilidad de organizar los 
sistemas de videoconferencia múltiple, es si sería posible combinar ambos siste-
mas. Es decir que los consejeros que en estos momentos estuvieran dotados de 
medios de videoconferencia adoptaran el acuerdo de esta forma y el resto asis-
tiera bien por audioconferencia, sistema más fácil de implementar o incluso por el 
sistema de petición de voto por escrito y sin sesión.

Combinar video y audio conferencia me parece perfectamente posible pues apar-
te del reconocimiento facial también es posible el reconocimiento por voz y si la 
sesión del consejo queda grabada, siempre contará el secretario con un potente 
medio de prueba caso de que la sesión del consejo fuera impugnada.

Más dudas presenta el sistema híbrido de videoconferencia y sesión del consejo 
por escrito y sin reunión física. No obstante pese a las dudas pudiera encontrar 
apoyo este sistema en el mismo artículo 100 del RRM pues este nos habla de los 
acuerdos se pueden adoptar «por correspondencia o por cualquier otro medio 
que garantice su autenticidad» y que lo importante es que la persona que certifi-
que deje constancia «en acta de los acuerdos adoptados, expresando el nombre 
de los socios o, en su caso, de los administradores, y el sistema seguido para for-
mar la voluntad del órgano social de que se trate, con indicación del voto emitido 
por cada uno de ellos». Claro está que en este sistema habrá que esperar a la lle-
gada de los votos por correo.

3. Formulación de cuentas anuales.

a) Si las cuentas no han sido formuladas.

El plazo de tres meses, a contar desde el cierre del ejercicio, -que en el 99,5% de 
los casos o más, es el 31 de diciembre- para la formulación de las cuentas y de-
más documentos obligatorios, “queda suspendido hasta que finalice el estado de 
alarma, reanudándose de nuevo por otros tres meses a contar desde esa fecha”.
Es decir, lo que se hace es establecer el cómputo de los tres meses, no desde 
la finalización del ejercicio, sino desde la finalización, cuando sea, del estado de 
alarma.

Incorrectamente por tanto se habla de suspensión el plazo cuando realmente lo 
que hay es la concesión de un nuevo plazo de la misma duración que el ordinario.
Al hilo de este consideración llega a nuestro conocimiento la opinión del regis-
trador Mercantil de Valencia, Juan Carlos R. Chornet, el cual pone el acento, 
por razones de coherencia y de similitud con la suspensión de plazos procesa-
les y administrativos que ya se ha producido, en el primer inciso de la norma, es 
decir la que habla de que el plazo se suspende y se reanuda, entendiendo que 
lo que se ha querido decir es que el plazo de formulación de cuentas queda
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suspendido y se reanudará al final de la alarma por el tiempo que le queda para 
completar los tres meses. 

Hubiera sido lo lógico pero dada la claridad del precepto hay que estar, así lo entien-
de también Álvaro Martín,  registrador de Murcia, a lo que se dice con claridad me-
ridiana en el precepto de que el plazo se reanuda «de nuevo» por otros tres meses.

Pese a lo defectuoso de la redacción, quizás motivada por la urgencia en su pro-
mulgación, lo que quizás quiera el legislador, pensando que puede haber socieda-
des cuyo ejercicio termine precisamente dentro del período de alarma, es conceder 
un plazo de tres meses a todas las sociedades, pues respecto de esta últimas, por 
pocas que sean, es obvio que no dispondrían de los tres meses completos para la 
formulación de la cuentas,  al contrario que aquellas cuyo ejercicio hubiera finalizado 
antes de la declaración de la alarma.

b) Si las cuentas ya han sido formuladas.

Si la sociedad a la fecha de la declaración del estado de alarma (14 de marzo), ya 
hubiera formulado las cuentas anuales y demás documentos contables, el plazo de 
verificación de dichas cuentas, en caso de auditoría obligatoria, se prorroga durante 
dos meses desde la finalización del estado de alarma.

Esta norma es difícilmente comprensible pues de conformidad con el artículo 270 
de la LSC, el plazo de que dispone el auditor legalmente es un mes como mínimo, 
pero en ningún caso se le da un plazo máximo para emitir su informe de auditoría. 
Lógicamente ese informe deberá estar a disposición de los socios en el momento de 
convocar la junta general, pues cualquiera de ellos puede pedir su entrega o envío 
gratuito en el momento de convocar la junta (cfr. art. 272.2 de la LSC).

Quizás la norma lo que hubiera debido establecer es que el plazo mínimo para la 
realización de la auditoría, se computará, no desde que las cuentas le fueron entre-
gada al auditor, sino desde la finalización del estado de alarma. La norma así cobra-
ría su verdadero sentido.

Por último, nos planteamos la cuestión si es posible que una sociedad, con cuentas 
todavía no formuladas, pudiera formularlas, pese a la suspensión del plazo, durante 
el período de alarma.  Es decir, si las puede formular durante la vigencia del perío-
do de alarma.  El plazo de formulación queda en suspenso pero ello, desde nuestro 
punto de vista, no quiere decir que se prohíba la formulación de cuentas anuales 
durante el período de alarma.  Por tanto la suspensión del plazo  lo es en beneficio 
de la sociedad y en beneficio de la efectividad de la alarma, pero si la sociedad, bien 
por ser su órgano de administración unipersonal, o bien por tener organizado el 
sistema de adopción de acuerdos del órgano de administración múltiple o colegido 
en debida forma, es decir sin necesidad de contacto físico, ni de desplazamientos 
de sus consejeros o administradores, entendemos que no tiene por qué esperar a la 
finalización del estado de alarma para formular sus cuentas anuales. Debemos evitar 
la paralización total de nuestras sociedades que pueden ir dando pasos para cuando 
finalicen las limitaciones. Ello además facilitará la celebración de las juntas generales 
subsiguientes, tal y como veremos en el apartado siguiente.
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4. Celebración de juntas generales ordinarias para la aprobación de cuentas del 
ejercicio anterior.   

a) Juntas no convocadas.

Se establece que la junta debe reunirse “necesariamente dentro de los tres meses 
siguientes a contar desde que finalice el plazo para formular las cuentas anuales”.
Esta norma no prevé el plazo de reunión de la junta en el caso de que las cuentas 
ya hubieran sido formuladas antes de la declaración del estado de alarma, o duran-
te la alarma, pero la junta todavía no hubiera sido convocada. Parece que, en ese 
caso, regirá el plazo ordinario de seis meses desde la finalización del ejercicio social, 
aunque si se prolongara de forma excesiva el estado de alarma quizás esta opinión 
deba coordinarse con el plazo que se da el auditor para formular su informe. Claro 
está que ello sólo afectaría a las sociedades obligadas a auditar sus cuentas anuales 
que todavía son minoría. Quizás una solución a esta laguna sea interpretar de forma 
integradora el artículo y estimar que deberán convocarse dentro de los tres meses 
siguientes a la finalización del estado de alarma.

Aunque la norma habla de aprobación de cuentas del ejercicio anterior, lógicamen-
te, por evidentes razones de economía empresarial, a esa junta podrán llevarse los 
temas que los administradores consideren necesario tratar y aprobar en junta, inclu-
so aprobación de cuenta sde ejercicios anteriores.

b) Juntas convocadas antes del estado de alarma.

En estos casos si la fecha de celebración de la junta fuera posterior a la declaración 
del estado de alarma, “el órgano de administración podrá modificar el lugar y la hora 
previstos para celebración de la junta o revocar el acuerdo de convocatoria me-
diante anuncio publicado con una antelación mínima de cuarenta y ocho horas en 
la página web de la sociedad y, si la sociedad no tuviera página web, en el «Boletín 
oficial del Estado»”.

Aquí el legislador se salta a la torera el artículo 177 de la LSC, que es muy claro en 
cuanto a las formas de convocar la junta.

Por ello pese a que diga que, si la sociedad no tiene página web, el anuncio de mo-
dificación de convocatoria o de revocación de la mima se publicará en el BOE, cree-
mos que cada sociedad, si no tiene web, deberá cumplir con el artículo 177 y man-
dar la convocatoria al Borme, que está para algo, o convocar tal y como digan los 
estatutos de la sociedad. No obstante, creemos que si no lo hacen así y modifican o 
revocan la convocatoria en el Boe o Borme, dicha convocatoria debe ser válida, pese 
al despiste del legislador, como también debe ser válida si se hace en cualquiera de 
las formas previstas en el art. 177. Procuremos entre todos no complicar más la vida 
orgánica de las sociedades.

Esta norma tampoco es suficientemente clara. Nos dice que el órgano de ad-
ministración podrá modificar o revocar la convocatoria, pero no le obliga a 
ello. Es decir, parece que una junta se puede celebrar en pleno estado de alar-
ma. No creemos que ello sea así pues las normas sobre movilidad de perso-
nas, no prevén desplazamientos con esta finalidad, salvo que se estime que 
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la celebración de una junta es algo urgente o análogo a los supuestos permitidos. 
Por tanto, creemos, que lo más prudente en estos casos es revocar la convocatoria, 
pues si sólo cambiamos el día, nos podemos encontrar que el nuevo día fijado toda-
vía continúe el estado de alarma y la junta no pueda celebrarse.  Claro que si en los 
estatutos se hubiera establecido, de conformidad con el artículo 189.2 de la LSC, la 
posibilidad de voto por “correspondencia postal, electrónica o cualquier otro medio 
de comunicación a distancia, siempre que se garantice debidamente la identidad 
del sujeto que ejerce su derecho de voto”, la junta podría celebrarse emitiendo el 
voto los socios de esta forma. Es de tener muy presente que, aunque esta norma 
sólo está prevista para la sociedad anónima, según el CD también será aplicable a la 
sociedad limitada si así lo establecen sus estatutos.

Por tanto, con todas las reservas posibles si la sociedad tiene previsto su voto en 
la junta por correspondencia postal y electrónica podrá celebrar juntas durante el 
estado de alarma, pese a que el sistema del 189.2 no esté pensado para que la totali-
dad de los socios no acudan a la junta, sino sólo aquellos a los que no le sea posible 
y en estas juntas a ninguno le sería posible asistir a la junta. Claro que tampoco el 
189 establece un número mínimo de asistentes presenciales.  En definitiva, lo que 
propugnamos es la mayor flexibilidad posible en la interpretación de las normas 
mercantiles sobre la materia en estos momentos de excepción.

Tampoco entendemos que si las cotizadas pueden celebrar junta con voto telemá-
tico aunque no esté previsto en estatutos, por qué no se le ha dado esta facilidad 
también a las sociedades no cotizadas, pues por nuestra experiencia son pocas las 
sociedades que lo tienen previsto estatutariamente.

De todas formas, apuntemos que a la vista de las facilitadoras normas dadas para 
las cotizadas, no parece que exista inconveniente alguno para celebración de juntas 
exclusivamente telemáticas, si está previsto en estatutos, insistimos, sin presencia de 
ninguno de los socios, aunque ello pugne con el mismo sentido de la palabra «junta».

c) Caso de revocación de celebración de la junta.

Si la convocatoria ha sido revocada, “el órgano de administración deberá proceder 
a nueva convocatoria dentro del mes siguiente a la fecha en que hubiera finalizado 
el estado de alarma”.

Es una norma tiene todo su sentido pues al tratarse de una junta ya convocada, toda 
la documentación que debe estar a disposición de los socios ya habrá sido elabora-
da, incluyendo también, en su caso, el informe de auditoría.

Recordemos por último aquí la opinión de Luis Jorquera, sobre la posibilidad, para 
mí muy dudosa, de celebrar juntas generales de limitadas y también de anónimas  
por escrito y sin sesión. 

d) Requerimiento a notario para levantar acta de la junta.

Sobre este punto la norma se limita a decir que si el notario ha sido requerido para 
levantar acta de una junta de socios “podrá utilizar medios de comunicación a dis-
tancia en tiempo real que garanticen adecuadamente el cumplimiento de la función 
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notarial”. Es decir, trata de evitar traslados y contactos físicos.

Esta norma refuerza también la idea de que es perfectamente posible la celebración 
de juntas durante el período de alarma.

También peca de poca claridad esta norma. Lógicamente está pensada para juntas 
que se celebren dentro del estado de alarma, pero como ya hemos dicho estas jun-
tas pueden encontrar dificultades para su celebración. Será por tanto cada sociedad 
la que decida si celebra o no junta y cada notario, dependiendo de la situación que 
se dé el día de celebración de la junta, el que deba decidir como ejerce su función, 
pues el artículo faculta para la utilización de los medios de comunicación a distancia 
pero no obliga a ello.

Aunque  no se está pensando en ello, al  aplicar, en su caso, esta especial norma, 
los notarios pueden iniciar o probar la prestación de sus servicios de forma no es-
trictamente presencial. Es un nuevo reto que se les presenta y que pudiera ser de 
utilidad en otros casos en que también se habla de escritura sin presencia física de 
los otorgantes.

5. Ejercicio del derecho de separación por los socios.

Se prohíbe el ejercicio de este derecho durante el estado de alarma. Lógicamente 
ello va a implicar que el plazo para el ejercicio de este derecho se suspende durante 
el estado de alarma.

Habrá que tener en cuenta esta suspensión de plazo a la hora de los expedientes de 
nombramiento de expertos.

Curiosamente no se hace los mismo con el ejercicio de otro derecho como es el del 
nombramiento de auditores por la minoría el art. 265.2 de la LSC. Es un derecho que 
debe ejercitarse dentro de los tres meses siguientes a la fecha de cierre del ejercicio. 
Nuestra opinión es que, si no se ha solicitado antes de 14 de marzo, se podrá solici-
tar por correo o telemáticamente, y si ello no ha sido posible, -la presentación por 
correo o telemática es una posibilidad pero todavía no una obligación para el em-
presario-, deberá entenderse prorrogado el plazo por el tiempo que dure el período 
de alarma. Como no sabemos si esa presentación por correo o telemática ha sido 
o no posible, creemos que el plazo debe quedar en suspenso. De todas forma este 
plazo puede dar algunos quebraderos de cabeza a los minoritarios y a los RRMM 
por los intereses encontrados que en estos expedientes existen entre los socios que 
ejercitan el derecho y la sociedad.

6. Reintegro de aportaciones a cooperativistas.

Para los socios que causen baja durante el estado de alarma, el reintegro de sus 
aportaciones “queda prorrogado hasta que transcurran seis meses a contar desde 
que finalice el estado de alarma”.  Es una medida para aliviar la tesorería de las coo-
perativas durante este período.

7. Disolución de sociedad por transcurso del plazo de duración.

Si este plazo vence durante el estado de alarma “no se producirá la disolución de ple-
no derecho hasta que transcurran dos meses a contar desde que finalice dicho estado”. 
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8. Disolución de sociedad por causa legal o estatutaria.

Nos dice el precepto que si “antes de la declaración del estado de alarma y duran-
te la vigencia de ese estado, concurra causa legal o estatutaria de disolución de la 
sociedad, el plazo legal para la convocatoria por el órgano de administración de la 
junta general de socios a fin de que adopte el acuerdo de disolución de la sociedad 
o los acuerdos que tengan por objeto enervar la causa, se suspende hasta que fina-
lice dicho estado de alarma».

Otra norma no excesivamente clara. Dice que la causa debe concurrir antes de la 
declaración del estado de alarma, sin indicar antelación alguna, pero después añade 
que debe ser “durante la vigencia de ese estado”. Coordinando esta norma con lo 
que establece el artículo 365 LSC, quizás haya querido decir que si la causa se ha 
producido dos meses antes de la declaración del estado de alarma y los administra-
dores todavía no han convocado la junta, lo pueden hacer sin responsabilidad para 
ellos una vez finalice el estado de alarma.

Dado que las causas de disolución legal son muy variadas, y las estatutarias tam-
bién, quizás esta norma debe interpretarse dependiendo de la causa concreta que 
obligue a disolver la sociedad o a reactivarla en su caso.

Finalmente se dice que “Si la causa legal o estatutaria de disolución hubiera acaeci-
do durante la vigencia del estado de alarma, los administradores no responderán de 
las deudas sociales contraídas en ese periodo”.

Es una medida lógica ya que los administradores no podrán convocar la junta hasta 
que finalice el estado de alarma.

II. Para sociedades cotizadas. Art. 41.

1. Funcionamiento órganos de gobierno y celebración de juntas generales.

Con carácter excepcional, durante el año 2020, es decir no ligado al estado de alar-
ma, se establecen las siguientes medidas:

a) Se prorroga la “obligación de publicar y remitir su informe financiero anual a la 
CNMV y el informe de auditoría de sus cuentas anuales” hasta seis meses después 
del cierre del ejercicio. “Dicho plazo se extenderá a cuatro meses para la publicación 
de la declaración intermedia de gestión y el informe financiero semestral”.

b) La junta general ordinaria de accionistas podrá celebrarse dentro de los diez pri-
meros meses del ejercicio social.

c) El consejo de administración podrá prever en la convocatoria de la junta general la 
asistencia por medios telemáticos y el voto a distancia en los términos previstos en 
los artículos 182, 189 y 521 de la Ley de Sociedades de Capital, así como la celebra-
ción de la junta en cualquier lugar del territorio nacional, aunque estos extremos no 
estén previstos en los estatutos sociales. Si la convocatoria ya se hubiese publicado 
a la fecha de entrada en vigor del presente real decreto-ley, se podrá prever cual-
quiera de estos supuestos en un anuncio complementario que habrá de publicarse
al menos cinco días naturales antes de la fecha prevista para la celebración de la Junta.  
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d) En el supuesto de que las medidas impuestas por las autoridades públicas impi-
diesen celebrar la junta general en el lugar y sede física establecidos en la convoca-
toria y no pudiese hacerse uso de la facultad prevista en el número anterior: i) si la 
junta se hubiese constituido válidamente en dicho lugar y sede, podrá acordarse por 
esta continuar la celebración en el mismo día en otro lugar y sede dentro de la mis-
ma provincia, estableciendo un plazo razonable para el traslado de los asistentes. ii) 
si la junta no pudiera celebrarse, la celebración de la misma en ulterior convocatoria 
podrá ser anunciada con el mismo orden del día y los mismos requisitos de publi-
cidad que la junta no celebrada, con al menos cinco días de antelación a la fecha 
fijada para la reunión. En este caso, el órgano de administración podrá acordar en el 
anuncio complementario la celebración de la junta por vía exclusivamente telemá-
tica, esto es, sin asistencia física de los socios o de sus representantes, siempre que 
se ofrezca la posibilidad de participar en la reunión por todas y cada una de estas 
vías: (i) asistencia telemática; (ii) representación conferida al Presidente de la Junta 
por medios de comunicación a distancia y (iii) voto anticipado a través de medios de 
comunicación a distancia. Cualquiera de estas modalidades de participación en la 
junta podrá arbitrarse por los administradores aún cuando no esté prevista en los es-
tatutos de la sociedad, siempre y cuando se acompañe de garantías razonables para 
asegurar la identidad del sujeto que ejerce su derecho de voto. Los administradores 
podrán asistir a la reunión, que se considerará celebrada en el domicilio social con 
independencia de donde se halle el Presidente de la Junta, por audioconferencia o 
videoconferencia.

2. Medidas excepcionales.

A los efectos de lo dispuesto anteriormente, serán válidos los acuerdos del consejo 
de administración y los acuerdos de la Comisión de Auditoría que, en su caso, haya 
de informar previamente, cuando sean adoptados por videoconferencia o por con-
ferencia telefónica múltiple, aunque esta posibilidad no esté contemplada en los 
estatutos sociales, siempre que todos los consejeros dispongan de los medios nece-
sarios para ello, y el Secretario reconozca su identidad, lo cual deberá expresarse en 
el acta y en la certificación de los acuerdos que se expida. En tal caso, la sesión se 
considerará única y celebrada en el lugar del domicilio social.

Las medidas establecidas para las sociedades cotizadas, sin perjuicio de que como 
sociedades de capital que son, les sean, en su caso, aplicables las medidas genera-
les, no expresamente modificadas ni reguladas, se centran en facilitar las obligacio-
nes de la sociedad con la CNMV y en facilitar las convocatorias y modo de asistencia 
y votación a las juntas generales.

No obstante, lo que normalmente ocurrirá es que, tanto en estatutos como en regla-
mentos de juntas y consejo de estas grandes sociedades, estén ya previstos estos 
medios facilitadores de celebración y votación en junta o incluso en consejo. Por 
ello quizás la norma que les será más aplicable, si todavía no han celebrado junta, es 
la ampliación del plazo para su celebración, o si ya tiene hecha la convocatoria, el
anuncio complementario que deben realizar para la nueva junta, o el cambio de 
sede de la misma, que, si el voto es telemático, poco importa donde se celebre.
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Por su mayor especificidad el comentario de este artículo lo aplazamos para más 
adelante, pues también tiene algunos puntos dudosos u oscuros.

III. Suspensión del plazo de caducidad de los asientos del registro durante el es-
tado de alarma y sus prórrogas. Art. 42.

1. Asientos del Registro. 

a) Se suspende el plazo de caducidad de los asientos de presentación, de las ano-
taciones preventivas, de las menciones, de las notas marginales y de cualesquiera 
otros asientos registrales susceptibles de cancelación por el transcurso del tiempo.

b) El cómputo de los plazos se reanudará al día siguiente de la finalización del es-
tado de alarma o de su prórroga en su caso.

Es un artículo de una gran simplicidad por lo que es digno de alabanza.

2. Vigencia certificaciones sujetas a plazo.

No obstante, en el ámbito mercantil deja el artículo 42, dos cuestiones en el aire: 
una es la vigencia de la certificación de denominación el RMC, y otra la vigencia de 
la certificación de traslado.

Respecto de la vigencia de la certificación de denominación social es muy dudoso 
que se le pueda aplicar la suspensión de su plazo de caducidad. Si ha sido expe-
dida antes del estado de alarma, la caducidad consta en la propia certificación y 
por tanto el empresario sabe a qué atenerse. Puede ser, si la certificación estuviera 
próxima a caducar, uno de los casos de urgencia a atender en las notarías, la cua-
les pueden hacer sin problema la presentación telemática de la constitución de la 
sociedad.

Si la certificación se expide durante el período de alarma, será el registrador el que 
deba decidir si hace constar en la certificación que el plazo de seis meses de vi-
gencia (art. 412 RRM) empezará contar desde la finalización del estado de alarma. 
Estimamos que el registrador tiene apoyo suficiente, en el espíritu de las normas 
dadas con motivo del estado de alarma, para hacerlo así.

En cuanto a la certificación de cambio de domicilio, quizás se pueda aplicar la mis-
ma doctrina señalada anteriormente. Ahora bien, en este caso lo que sí está claro 
es que la suspensión se aplica a la nota marginal de expedición de la certificación.

3. Legalización de libros de los empresarios.

Nada se dice sobre plazo para presentar a legalizar los libros de los empresarios.

Estimamos que con los libros de los empresarios no debe existir problema alguno 
dado que estos deben ser electrónicos y su presentación telemática.

Al ser electrónicos su cierre habrá sido el 31 de diciembre o la fecha que digan los 
estatutos, y al ser la presentación telemática no se exige desplazamiento físico al 
registro. Por tanto, el plazo para esa presentación telemática terminará cuando
termina normalmente, a los cuatro meses de la finalización del ejercicio. Vid. Artí-
culo 18 Ley de Emprendedores. 
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No tiene mucho sentido ni justificación que algo puramente electrónico y de pre-
sentación telemática quede afectado por unas normas que lo que pretenden es 
salvar la no posibilidad de trabajo presencial o de desplazamiento físico, pero que 
sí permite e incluso fomenta el teletrabajo o trabajo a distancia.

Sólo tendría lógica una suspensión del plazo de presentación si el cierre del ejerci-
cio se produce en pleno estado de alarma, aunque dado el carácter electrónico de 
los libros que permiten el teletrabajo tampoco parece muy razonable.

IV. Comunicado conjunto del Colegio de Registradores y la CNMV.

Sobre la formulación o reformulación de cuentas anuales, llega a nuestro conoci-
miento, con fecha 26 de marzo, un comunicado conjunto del Colegio de Registra-
dores y de la CNMV sobre distintas posturas que pueden adoptar las sociedades, 
ante la crisis del Covid19, que, aunque pensado para las cotizadas, pudiera ser 
también aplicable al resto de sociedades y por ello lo incluimos en este informe.

Dice que las sociedades, pueden optar por estas alternativas:

— pueden reformular sus cuentas anuales y la propuesta de aplicación del resulta-
do, incluida en la memoria, si los administradores lo consideran necesario a la vista 
de la incidencia económica que el riesgo del virus pueda producir en sus empresas;

— en el caso anterior si la junta estuviera convocada deben proceder a su descon-
vocatoria por fuerza mayor (art. 40.6 RDL 8/2020);

— la anterior solución de reformulación de cuentas tiene el gran inconveniente de 
que obliga a una nueva auditoría de cuentas;

— por ello se entiende que la reformulación se puede limitar a la propuesta de apli-
cación del resultado contenida en la memoria, siempre que la junta no haya sido 
convocada. Esta nueva propuesta, que debe justificarse e ir acompañada de escri-
to del auditor de cuentas sobre su no cambio de opinión pese a la nueva propuesta 
de aplicación del resultado, es la que se someterá a la junta;

— si se trata de cotizadas “la nueva propuesta y el escrito del auditor deberán ha-
cerse públicas como información complementaria a las cuentas anuales tan pronto 
como se aprueben, en la Web de la entidad y en la de la CNMV como Otra Infor-
mación Relevante (OIR) o, en caso de ser preceptivo atendiendo al caso concreto, 
como Información Privilegiada (IP)”. 

— si se trata de sociedades con junta convocada, el órgano de administración 
podrá proponer a la junta “el diferimiento de la decisión sobre la propuesta de 
aplicación del resultado”. En este caso esa nueva propuesta deberá someterse a la 
aprobación de una nueva junta ordinaria que deberá celebrarse en el plazo amplia-
do por el RDL 8/2020.  Pese a lo que se dice en este inciso,  de que si la junta está 
convocada sólo cabe el retraso en la aprobación de la propuesta de aplicación del 
resultado, en una nueva versión del comunicado conjunto se dice de forma expre-
sa que en la nueva junta que se convoque se podrá incluir una nueva propuesta de
aplicación del resultado, siendo este el objeto de la nueva convocatoria.
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Es una medida que puede plantear graves problemas a las sociedades que quieran 
usarla. Se trata de celebrar dos juntas: una primera en que se aprueban las cuentas 
pero no la aplicación del resultado, en la cual los socios pueden ya haber delegado 
o emitido su voto en contemplación a una determinada propuesta, y una segunda 
junta en la que se incluirá en el orden del día una nueva propuesta de aplicación del 
resultado.  Para esta segunda junta es obvio que deberán incluirse en la convoca-
toria la nueva información que sea necesaria en relación al orden del día. 

Ahora bien los socios que votaron o delegaron u voto en la primera junta para la 
aprobación de las cuentas en su globalidad, quizás puedan impugnar esa segunda 
junta con una nueva propuesta, pues para ellos la primera propuesta es la que se 
sometió a su aprobación, en una junta legalmente convocada. Y dar a la sociedad 
sólo el débil apoyo de un comunicado conjunto del Corpme y de la CNMV, no pa-
rece suficiente a los efectos de evitar que judicialmente se declare la nulidad de la 
segunda propuesta que carece de apoyo legal. Por ello quizás esta medida debiera 
ser objeto de regulación legal y no sólo de mero acuerdo.

— Esta alternativa exige los mismos requisitos de justificación, escrito de auditor 
de cuentas y publicidad señalados en el apartado anterior, debiendo publicarse la 
decisión de diferimiento no más tarde de la constitución de la junta convocada y la 
información complementaria, antes de la nueva junta que se convoque a tal efecto;  
También puede plantear problemas este párrafo del comunicado. Dice que la de-
cisión de diferimiento de aprobación de la propuesta de aplicación del resultado 
debe hacerse, en expresión poco clara, «no más tarde» de la constitución de la 
junta y que rectamente interpretada debe querer decir que ese diferimiento se 
puede anunciar a los socios el mismo día de celebración de la junta. Es decir que a 
los socios por sorpresa se les va a proponer un cambio sustancial en el orden del 
día. Por elementales razones de prudencia creemos que ese diferimiento debería 
anunciarse al menos en la web de la sociedad, con la suficiente antelación para que 
los socios asistentes a la junta pudieran  tomar la decisión meditada que bien les 
pareciera.  

Y en cuanto a que la información complementaria debe estar a disposición de 
los socios «antes de la nueva junta» supone desconocer el art. 272 de la LSC que 
obliga a que desde la convocatoria de la junta toda la documentación relativa a la 
aprobación de cuentas se ponga a disposición de los socios en el mismo momento 
de convocar la junta. 

— finalmente debe tenerse en cuenta que a “efectos del depósito de cuentas, la 
certificación del órgano de administración deberá hacer constar la no aprobación 
de la propuesta de aplicación de resultados (vid. artículo 378.5 del Reglamento del 
Registro Mercantil sobre la certificación de no adopción de un acuerdo social)”.

Esta referencia final al artículo 378.5 del RRM, debemos entenderla en el sentido 
de que, en estos casos de nueva propuesta de aplicación del resultado, se presenta 
al RM sólo la certificación del acuerdo de la junta, pero sin ser acompañada de las
cuentas anuales y demás documentos complementarios. Ello se hará cuando en la 
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segunda junta se apruebe la nueva propuesta de aplicación del resultado. Es decir
que la presentación de la certificación parece que sólo tendrá la finalidad de evitar 
el cierre del registro. No obstante, sobre ello debe tenerse en cuenta que, salvo 
prórrogas no deseables del estado de alarma, normalmente la segunda junta se 
celebrará antes del 30 de noviembre por lo que la presentación de ese certificado 
tiene escasa utilidad. No obstante, si la aprobación de esa segunda propuesta se 
retrasara, por la causa que sea, la sociedad siempre podrá presentar su certifica-
ción para evitar el cierre del registro.
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